
Sentencia 28340/95

CASO BÜYÜKDAG CONTRA TURQUÍA

 Artículos 3 (Prohibición de tratos inhumanos o degradantes) y 13 (Ausencia de 
recurso efectivo) Sentencia de 21 de diciembre de 2000

 Por sentencia comunicada por escrito el 21 de diciembre de 2000, en el caso Büyükdag contra 
Turquía, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos declara, por unanimidad, que existió:

 violación del artículo 3 (prohibición de tratos inhumanos o degradantes);

 violación del artículo 13 (ausencia de recurso efectivo);

 y violación del artículo 6, párrafo 1 (Tribunal independiente e imparcial), del Convenio 
Europeo de Derechos Humanos .

 Además, declara, por unanimidad, que no es preciso examinar las restantes quejas de la 
solicitante, formuladas de acuerdo con el artículo 6, párrafos 2 y 3. c), del Convenio.

 En aplicación del artículo 41 (satisfacción equitativa del Convenio), el Tribunal concede a la 
solicitante 100.000 francos franceses (FRF) por daño moral y 15.000 FRF en concepto de 
gastos y costas.

 1. HECHOS

 Leyla Büyükdag, ciudadana turca, nació en 1965. En la época de los hechos, se encontraba 
encarcelada en la prisión de Gebze. Sufre una fuerte miopía bilateral y degeneración de la 
retina.

 Sospechosa de ser miembro de una organización armada ilegal, el « Devrimci Sol » (izquierda 
revolucionaria), la señora Büyükdag fue arrestada el 22 de junio de 1993 por la policía, en el 
puesto aduanero de Kapikule (Edirne), estando en posesión de documentos falsos de 
identidad, y puesta en prisión preventiva en los locales de la dirección de seguridad de 
Estambul, sección antiterrorista. El 5 de julio de 1993, al término de una prisión preventiva que 
duró quince días en total aislamiento, la solicitante fue sometida en tres ocasiones a exámenes 
médicos. Los informes médicos indicaron una disminución del movimiento, dolores en el brazo 
derecho o huellas de contusiones en el puño y en el hombro. Los médicos ordenaron que se 
suspendieran los trabajos durante tres días. Ese mismo día, la señora Büyükdag fue llevada 
ante el fiscal y el juez de instrucción del Tribunal de seguridad del Estado de Estambul, quien 
ordenó su ingreso en prisión provisional. Ante ellos, afirmó haber sufrido malos tratos con 
ocasión de su prisión preventiva. El fiscal inició de oficio una investigación, y recogió las 
declaraciones de los agentes de policía responsables de la prisión preventiva de la solicitante. 
Estos últimos negaron todas las alegaciones de malos tratos. El fiscal dictó entonces una orden 
de absolución, que fue notificada en el domicilio de la solicitante, aunque ella se encontraba 
detenida en la prisión de Gebze.

 A continuación, la solicitante presentó una demanda el 17 de julio de 1995, que terminó por 
un rechazo, en razón de la existencia del auto de rechazo inicial. Argumentando que la 
notificación no había sido regular, la señora Büyükdag impugnó la orden de rechazo ante el 
presidente del Tribunal de lo penal, quien rechazó su demanda, aunque sin pronunciarse sobre 



la regularidad de la notificación.

 Por sentencia del 21 de junio de 1994, el Tribunal de seguridad del Estado, compuesto por dos 
civiles y un juez militar con el grado de coronel, condenó a la solicitante a doce años y seis 
meses de prisión por su pertenencia al PKK, infracción prevista en el artículo 168 del Código 
Penal turco. Previo recurso presentado por la solicitante, el Tribunal de Casación confirmó esta 
sentencia el 21 de marzo de 1995.

 2. PROCEDIMIENTO Y COMPOSICIÓN DEL TRIBUNAL

 La demanda fue presentada ante la Comisión Europea de Derechos Humanos el 9 de agosto 
de 1995. Fue enviada al Tribunal el 1 de noviembre de 1998, siendo asignada a la cuarta sala 
del Tribunal. Por decisión del 6 de abril de 2000, la sala declaró la petición admisible.

 La sentencia fue dictada por una sala compuesta por siete jueces, a saber: Georg Ress 
(alemán), presidente; Volokymyr Butkevych (ucraniano), Nina VajicŽ (croata), John Hedigan 
(irlandés), Matti Pellonpää (finlandés), Snejana Botoucharova (búlgara), jueces; Feyyaz 
Gölcüklü (turco), juez ad hoc; así como Vincent Berger, secretario de sala.

 3. RESUMEN DE LA SENTENCIA

 I. Quejas

 La demandante sostiene haber sido maltratada durante su prisión preventiva, en violación del 
artículo 3 del Convenio. Basándose en el artículo 6, párrafos 1, 2 y 3, se queja igualmente de 
que su causa no haya sido decidida equitativamente por un Tribunal independiente e imparcial, 
de un ataque al principio de la presunción de inocencia y de no haber podido beneficiarse de la 
asistencia de un abogado con ocasión de su prisión preventiva.

 II. Decisión del Tribunal

 1. Artículo 3 del Convenio

 El Tribunal observa que el Gobierno no ha dado explicación alguna sobre las lesiones 
observadas en la señora Büyükdag, quien fue mantenida en prisión durante quince días, 
privada de cualquier acceso a un abogado, un médico, un familiar o un amigo, a pesar de que 
sus ojos sufrían un trastorno funcional. Además, considera que las explicaciones 
proporcionadas por la solicitante ante las autoridades internas, y más adelante en 
Estrasburgo, son suficientemente precisas y concordantes. El Tribunal señala, por otra parte, 
que la investigación interna realizada basándose en las alegaciones de la solicitante, no aporta 
ningún elemento sobre los orígenes de las secuelas observadas en la persona de la misma. Del 
conjunto de elementos sometidos a su apreciación, el Tribunal deduce que las secuelas 
observadas en la señora Büyükdag han sido causadas por los tratos sufridos durante su prisión 
preventiva de quince días. En cuanto a la gravedad de los hechos alegados, el Tribunal 
considera que los actos denunciados eran ciertamente de una naturaleza que podían provocar 
dolores o sufrimientos, tanto físicos como mentales, en la señora Büyükdag, y, teniendo en 
cuenta especialmente su estado de salud, podían crear igualmente sentimientos de temor, 
angustia e inferioridad, que servirían para humillar, envilecer y poder hacer trazas incluso 
sobre su resistencia física y moral. Son estos los elementos que impulsan al Tribunal a 



considerar que los tratos ejercidos sobre la persona de la solicitante revistieron un carácter 
inhumano y degradante al mismo tiempo.

 El Tribunal señala además que la solicitante, manteniéndose siempre en el terreno del artículo 
3, alega que las autoridades competentes no procedieron a una investigación efectiva de los 
malos tratos que había denunciado, ni aseguraron su participación en el procedimiento de 
investigación. No obstante, el Tribunal considera que conviene examinar esta queja desde el 
punto de vista del artículo 13, dado que, aunque consciente de la calificación jurídica de los 
hechos de la causa, no se considera vinculado por la que les atribuyen los solicitantes o los 
gobiernos.

 2. Artículo 13 del Convenio

 El Tribunal recuerda que cuando una persona presenta una alegación defendible de sevicias 
graves sufridas cuando se encuentra en poder de agentes del Estado, la noción de «recurso 
efectivo» implica, además del pago de una indemnización, si procede, investigaciones en 
profundidad y efectivas que permitan llevar a la identificación y al castigo de los responsables, 
y representen un acceso efectivo del demandante al procedimiento de investigación.

 El Tribunal observa que, después de depositada la declaración de la señora Büyükdag, la 
fiscalía inició de oficio una investigación e interrogó a los agentes de policía responsables de la 
prisión preventiva. Esta investigación terminó por una absolución. A continuación, el auto 
dictado por el fiscal fue notificado al domicilio declarado por la solicitante, mientras que ella se 
encontraba detenida en la prisión de Gebze. El Tribunal señala que, según se desprende del 
artículo 19 de la Ley número 7.201, corresponde, en primer lugar, a las autoridades notificar 
dicho acto a una persona detenida a través de la administración o dirección del establecimiento 
o prisión interesada. Además, el procedimiento posterior relativo a la demanda de la señora 
Büyükdag, que quedó bloqueado por la existencia de una orden de rechazo, no dio lugar 
tampoco a la reapertura de una investigación sobre el fondo de sus alegaciones, a pesar de que 
la solicitante denunció ante el presidente del Tribunal de lo Penal la falta de notificación regular 
del auto inicial de rechazo. En consecuencia, el Tribunal no considera que esta investigación 
pueda ser calificada válidamente como profunda y efectiva, en respuesta a las exigencias del 
artículo 13.
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 3. Artículo 6 del Convenio

 El Tribunal concluye que existió violación del derecho de la solicitante a que su causa fuese 
vista por un «tribunal independiente e imparcial», a tenor del artículo 6, párrafo 1, como 
resultado del hecho de que la solicitante fuese juzgada por un Tribunal de la seguridad del 
Estado, una jurisdicción formada por tres miembros, uno de ellos juez militar.

 A este respecto, el Tribunal recuerda que, en su Sentencia Incal contra Turquía del 9 de junio 
de 1998 y Çiraklar contra Turquía del 28 de octubre de 1998, señaló que, si bien el estatuto de 
los jueces militares que participan en los Tribunales de seguridad del Estado proporcionaba 
una prenda de independencia e imparcialidad, determinadas características del estatuto de 
estos jueces hacían que su independencia e imparcialidad estuviesen sujetas a serias dudas, 
como por ejemplo el hecho de que se tratara de militares que continuaban perteneciendo al 
ejército, el cual depende a su vez del poder ejecutivo, el hecho de que siguen sometidos a la 
disciplina militar, el hecho de que su designación y nombramiento exigen en gran parte la 
intervención de la administración y del ejército. No viendo motivo alguno para desviarse de la 
conclusión del artículo 6, párrafo 1, a la que llegó en dichas sentencias, el Tribunal considera 



que hubo igualmente un incumplimiento de dicha disposición en la presente causa.

 En cuando a las restantes quejas de la solicitante, basadas en el artículo 6, párrafos 2 y 3, el 
Tribunal concluye que no procede examinarlas.

 4. Artículo 41 del Convenio

 El Tribunal decide, por unanimidad, conceder a los solicitantes 100.000 FRF por daños 
morales y 15.000 FRF por gastos y costas.


